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Amparo directo en revisión 4384/2013
quejosO: ********** 

VISTO BUENO

SR. MINISTRO

PONENTE: ministro ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA

COTEJÓ

SECRETARIA: KARLA I. QUINTANA OSUNA
Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al, emite la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 4384/2013, promovido contra el fallo dictado el 9 de octubre de 2013 por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito en el juicio de amparo directo 283/2013.
El problema jurídico a resolver por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consiste en analizar, en caso de que se cumplan los requisitos procesales correspondientes, si la hipótesis del artículo 362 del Código Penal para el Distrito Federal aplicada en el caso concreto transgrede el principio de exacta aplicación de la ley en materia penal, contenido en el artículo 14 de la Constitución Federal, y si la interpretación por parte del tribunal colegiado, ante el alegato de tortura del quejoso cumple con el parámetro de control de regularidad constitucional en la materia.
I. ANTECEDENTES DEL CASO
1. De la información que se tiene acreditada en el expediente, el 1 de diciembre de 2012, la policía auxiliar puso a disposición de la representación social en la Ciudad de México a **********, por su probable responsabilidad en la comisión del delito de daño a la propiedad (no exceda de 20 salarios mínimos o indeterminado), daño a la propiedad doloso a vehículo. La policía auxiliar manifestó que el detenido se aseguró en flagrancia al causar daños con una piedra al parabrisas, aleta izquierda y puerta trasera del lado derecho de un autobús del Metrobús de la línea 4. Por lo anterior, se dio inicio a la averiguación previa ********** 
.

2. Más tarde, ese mismo día, el denunciante **********, declaró que aproximadamente a las 11:00 horas, conducía un vehículo Metrobús en dirección a la estación “San Lázaro”; al arribar a la estación “Morelos” realizó el descenso de pasajeros quedando vacía la unidad. Cuando iba a salir de la misma, advirtió la presencia de un grupo de aproximadamente 70 personas que ingresaban a la estación y pedían, mediante amenazas, que abriera la unidad. Posteriormente, dichas personas comenzaron a golpear el vehículo con piedras y palos, mientras gritaban ser parte del grupo de estudiantes “**********”. Debido a lo anterior, el conductor circuló en reversa por el carril confinado para su circulación. 
3. Mientras conducía en dirección hacia Buenavista, el conductor se percató de la presencia de un muchacho –el “quejoso” o “recurrente” – en el toldo de la unidad, quien –según su dicho– golpeaba el parabrisas y el costado izquierdo de la mencionada unidad con una piedra que portaba, en tanto que el grupo de personas seguía a la unidad, quienes de igual forma aventaban piedras y palos hacia ésta
.

4. Por otro lado, los elementos de la policía auxiliar que patrullaban la zona declararon que al percatarse de los hechos antes relatados, comenzaron a custodiar el vehículo. Una vez recorridas varias calles y al ver que ya no era perseguido por el grupo de personas, el conductor del Metrobús detuvo su marcha. Tras esto y al ver la presencia de la patrulla, el quejoso saltó al toldo de otro autobús particular que se encontraba estacionado en la vía pública, y de éste nuevamente a la marquesina del teatro “Blanquita”, por lo que subieron hacia la marquesina para asegurarlo
.

5. El 3 de diciembre del mismo año, ********** declaró ante el ministerio público negando los hechos que se le imputaban y optó por reservarse su derecho a declarar, así como a contestar preguntas que se le formularon
. 

6. Ese mismo día, la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal ejerció acción penal contra el ahora quejoso por su probable participación en la comisión de los delitos de daño a la propiedad dolosa y ataques a la paz pública, en agravio de **********. El Juez Décimo Primero Penal del Distrito Federal recibió la averiguación previa **********, la cual fue registrada bajo el número de causa penal 295/2012
. 

7. El inculpado tuvo oportunidad de declarar ante la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal el 3 de diciembre de 2012, manifestando que el día de los hechos se encontraba en la Estación Morelos, cerca de San Lázaro, e iba a visitar a su hermano. Al ver mucha gente con palos, quienes gritaban al chofer del Metrobús, se asustó y subió al techo del camión. El chofer echó marcha en reversa, mientras que la gente empezó a aventar piedras para que se parara. Una de éstas cayó en el parabrisas. En ese momento, pasó un policía en motocicleta, quien le gritaba al chofer que no se detuviera, a la par que el conductor frenaba para tirar al recurrente. Luego pasaron sobre la calle donde se encuentra el Teatro “Blanquita”. Como estaba asustado, el quejoso brincó a la marquesina del teatro y el policía que los seguía le gritó que se bajara, amenazando con dispararle
. 
8. Una vez que llegaron más elementos de la policía, subieron a la marquesina para detenerlo, lo esposaron y lo bajaron. Uno de los policías lo golpeó en los testículos y otros le aplicaron toques eléctricos en la pierna. Posteriormente, lo subieron a una patrulla en la que lo trasladaron, y otros policías lo pusieron a disposición del Ministerio Público. Antes de ser puesto a disposición, le fue arrebatado su celular, fue bajado de la patrulla, desnudado, golpeado y fotografiado. Una vez en la agencia, declaró que no le permitieron comunicarse con sus familiares.

9. Una vez que se recabó la declaración preparatoria y seguidos los trámites procesales, el 8 de diciembre de 2012, se dictó auto de formal prisión en su contra
.
10. Ante el juez de la causa el inculpado sostuvo que el día de los hechos se encontraba en el sitio debido a que iba a desayunar con unos amigos. Mientras paseaban en el lugar, comentó que quería ir a la oficina de correos a preguntar sobre un paquete que mandó su novia desde Alaska. Cuando iba cruzando la calle junto al Teatro Blanquita, un policía le pidió que se detuviera y que no resistiera el arresto. Después de discutir, llamó a una amiga por teléfono, pero le quitaron el aparato y fue subido a una patrulla, en la que fue llevado con otros policías, quienes lo desnudaron, insultaron y trasladaron a otra patrulla
. 

11. El 31 de diciembre de 2012, el Juez Décimo Primero de lo Penal del Distrito Federal declinó competencia a favor de un Juez Penal de Delitos No Graves del Distrito Federal. El 23 de enero de 2013, la Jueza Décimo Tercera Penal de Delitos No Graves del Distrito Federal aceptó la competencia planteada y ordenó registrar el asunto bajo la causa penal 17/2013
. 
12. Seguida la instrucción, el 5 de marzo de 2013, la referida jueza dictó sentencia en la que, por una parte, condenó al quejoso por el delito de ataques a la paz pública a una pena de dos años seis meses quince días de prisión, y por otra, absolvió por el delito de daño a la propiedad
. 

13. Inconformes con esa determinación, el agente del Ministerio Público, la defensa oficial y el quejoso interpusieron recurso de apelación, que tocó conocer al Magistrado que integra la Sexta Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal en el toca U-520/2013, en el que, el 30 de abril de 2013, revocó la sentencia apelada y condenó al quejoso por su plena responsabilidad en la comisión de los delitos de daño a la propiedad y ataques a la paz, imponiendo una pena de dos años seis meses quince días de prisión. Además, fue condenado a la reparación del daño por un monto de $********** (**********.)
.

II. TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO
14. Juicio de amparo directo. El 29 de mayo de 2013, **********  promovió juicio de amparo contra la referida sentencia del tribunal de apelación. En la demanda señaló como derechos violados en su perjuicio los reconocidos en los artículos 1°, 6, 8, 9, 14 segundo párrafo, 16 párrafos primero y segundo, 17, 19, 20, fracciones I, V, VII y IX y penúltimo párrafo de la fracción X, 22 y 133, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 8.1, 24 y 25.1 y 25.2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
15. El 9 de julio de 2013, el Magistrado Presidente del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, a quien por razón de turno correspondió conocer de la demanda de amparo directo, admitió el asunto a trámite y lo registró con el número 283/2013. Seguido el procedimiento legal, el 9 de octubre de 2013 se dictó sentencia en la que se negó la protección constitucional. 

16. Recurso de revisión. Inconforme con la negativa de amparo, el 15 de noviembre de 2013, el quejoso interpuso recurso de revisión que fue remitido a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
17. La Presidenta en funciones de la Suprema Corte, por acuerdo de 6 de diciembre de 2013, admitió el recurso de revisión con reserva del estudio de procedencia, ordenó registrarlo con el número 4384/2013 y lo turnó al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, integrante de esta Primera Sala, para la elaboración del proyecto de resolución; asimismo, requirió notificar de tal admisión a las partes y al Procurador General de la República.

18. Por último, el 20 de enero de 2014, el Presidente de esta Primera Sala tuvo por recibido el expediente, señaló que la Sala se avocaba al conocimiento del asunto y que, en su oportunidad, se enviarían los autos al Ministro Ponente.

III. COMPETENCIA

19. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal; 81, fracción II, de la Ley de Amparo, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como conforme al Punto Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de mayo de 2013. El recurso se interpuso contra una sentencia dictada por un tribunal colegiado de circuito en un juicio de amparo directo en materia penal, lo cual es competencia exclusiva de esta Primera Sala y no es necesaria la intervención del Tribunal Pleno

IV. OPORTUNIDAD
20. El recurso de revisión se interpuso dentro del plazo correspondiente. La sentencia de amparo de 9 de octubre de 2013, terminada de engrosar el diez siguiente, se notificó por lista el miércoles 30 de octubre de 2013, surtiendo efectos al día hábil siguiente. El plazo de diez días que establece el artículo 86 de la Ley de Amparo corrió del lunes 4 al viernes 15 de noviembre de 2013, sin contar en dicho cómputo los días 2, 3, 9 y 10 de noviembre de 2013, por haber sido sábados y domingos, respectivamente, así como el viernes uno al ser inhábil, de conformidad con los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

21. Dado que el recurso de revisión se presentó el 15 de noviembre de 2013 ante la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materia Penal del Primer Circuito, se promovió de manera oportuna.

V. LEGITIMACIÓN
22. El quejoso está legitimado para interponer el presente recurso de revisión, pues en el juicio de amparo directo se les reconoció la calidad de quejoso, en términos del artículo 5, fracción I, de la Ley de Amparo. En consecuencia, la decisión adoptada en la sentencia de amparo directo sí pudiera afectarle o perjudicarle de forma directa.

VI. ELEMENTOS NECESARIOS PARA RESOLVER
23. A fin de dar respuesta a la materia del presente recurso de revisión, es necesario hacer referencia a los conceptos de violación, a las consideraciones de la sentencia recurrida y a los agravios.

24. Demanda de amparo. El quejoso planteó los siguientes argumentos en su apartado de conceptos de violación:

a) Violación directa de los derechos reconocidos en los artículos 1°, 8, 9, 14, 16, 22 y 133 de la Constitución Federal.

b) Inconstitucionalidad del artículo 362 del Código Penal para el Distrito Federal (antes y después de su reforma). El artículo encasilla conductas que el legislador denomina actos sin precisar de manera clara el criterio objetivo para encajar en cada supuesto; esto es, no razona ni motiva en qué consisten los actos contra las personas, los bienes públicos o privados, cosas y el concepto de paz pública, ni el concepto que, conforme a dichos actos, perturbe la paz pública.

c) El aspecto central de la inconstitucionalidad planteada es que contiene una restricción a la garantía de libre expresión de las ideas, de manifestación, de protesta social, es impreciso y faculta a las autoridades ministeriales y judiciales para que, motu proprio, decidan por sí y entre sí quiénes se ubican en los supuestos ambiguos de dicho precepto. Dicha norma carece de los requisitos de generalidad, abstracción e impersonalidad que toda norma legal debe contener.

d) El artículo es contrario a los artículos 6 y 7 constitucionales, así como al artículo 133, en relación con los instrumentos internacionales celebrados por México.

e) Es incorrecto que el tribunal de apelación pretenda aplicar en su contra el artículo mencionado después de su reforma, sólo en lo que corresponde a las penas.

f) Aun cuando el quejoso había señalado sin que se asentara en las actuaciones, fue víctima de tortura, intimidación y tratos degradantes durante su aprehensión, lo cual se corrobora con la recomendación ********** de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, la cual fue un hecho superviniente en la secuela procesal, “por lo que no pudo hacerla llegar en su momento”.

g) La trascendencia de la dilación en la puesta a disposición, así como la coacción física y psicológica, se advierten en el contenido de dicha recomendación.

h) Ante la coerción psicológica no tuvo oportunidad de contraponerse a las declaraciones ministeriales vertidas en su contra, ni para ofrecer pruebas de descargo, sin sentirse “fuera de todo peligro”.

i) Se viola en su perjuicio el principio de exacta aplicación de la ley previsto en el artículo 14 constitucional, ya que el tribunal de apelación no hizo el estudio de la tipicidad tanto en el cuerpo del delito como en los elementos que integran el tipo, bajo el argumento de que dichos requisitos solo son exigibles para el pronunciamiento de una orden de aprehensión o un auto de formal prisión.

j) Se violó el principio de estricta legalidad en materia penal, derivado del artículo 14 constitucional, así como el principio de retroactividad a favor del inculpado. Además, señala que los elementos del tipo fueron modificados al grado de no ser reprochable penalmente la conducta que se le atribuye.

k) Se violaron en su perjuicio las formalidades del procedimiento del artículo 17 de la Constitución Federal, así como las garantías procesales consagradas en los artículos 8, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como los artículos 2 y 14 del Pacto Interamericano de Derechos Civiles y Políticos, en lo relativo a un recurso efectivo, ya que el tribunal no valoró ni consideró en su integridad los agravios hechos valer por el quejoso.

l) Se violaron en su perjuicio los principios de legalidad y exacta aplicación de la ley al no haberse colmado todos los elementos que integran el tipo penal del delito de daño a la propiedad ajena y, pese a ello, se le condenó.

25. Sentencia de amparo. Las principales razones del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito para negar el amparo al quejoso fueron, entre otras, las que siguen:
a) Es infundado el argumento consistente en la inconstitucionalidad del artículo 362 del Código Penal para el Distrito Federal en vigor y antes de su reforma de 27 de diciembre de 2012, ya que no se advirtió argumento alguno tendente a establecer que tal artículo es contrario a los artículos 16 o 22 constitucionales. La sola cita de los ordenamientos constitucionales y la manifestación de que existe una norma contraria a la Constitución es insuficiente para arribar a un problema de constitucionalidad, pues no existe la confrontación entre ésta y un específico derecho tutelado por la norma constitucional en su texto y alcances correspondientes.

b) El artículo combatido es constitucional, ya que encierra un delito alternativamente formado porque su actualización puede concretarse al manifestarse cualquiera de las hipótesis que describe, entre ellas, la que el quejoso tilda de inconstitucional.

c) La referida norma no atenta contra los derechos fundamentales de manifestación de ideas y libertad de reunión, pues ambas prerrogativas tienen un límite en su ejercicio, a saber, el orden público y la paz social. Por ello, el Estado puede establecer tipos penales y sanciones cuando los gobernados trastocan en ejercicio de los mismos, derechos de terceros, el orden público o la paz pública, como aconteció en el caso a estudio.
d) En relación con el argumento de intimidación y tratos degradantes en su aprehensión, y que pese a que no opuso resistencia fue trasladado a un lugar distinto de la agencia del Ministerio Público, en donde fue amedrentado, desnudado y torturado con descargas eléctricas en la cadera, indicándole que no declarara nada –lo cual fue posteriormente declarado ante la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, no se encuentra corroborado en autos y, por el contrario, obra como antecedente que desplegó la conducta que se le atribuye.

e) Si bien los dictámenes practicados señalan que el quejoso presentó algunas escoriaciones, en ningún momento declaró que fueran producidas por el personal dependiente del agente del Ministerio Público o por algún otro miembro de otra corporación policiaca, además de que obran en el expediente dos documentos con la leyenda “carta de derechos a los imputados”.

f) Por tanto, no existe indicio alguno de las vejaciones o maltratos que aduce, ni que fuera trasladado a lugar distinto al de la agencia del Ministerio Público. Aun cuando la recomendación de la CNDH se agregó a la demanda de amparo, es insuficiente para tener una apreciación distinta de lo concluido con motivo de la detención del quejoso.

g) La versión de los hechos que se desprende de los autos es totalmente distinta a la que analizó la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, pues ante el juez de la causa expresó cuestiones diversas.

h) El quejoso fue escuchado en juicio a través del debido proceso legal, ya que luego del ejercicio de la acción penal, el juez ratificó su detención en flagrancia, recabó su declaración preparatoria con las formalidades debidas, en la que ratificó su declaración ministerial; además, decidió no declarar ni contestar los cuestionamientos de las partes. Después de duplicar el plazo constitucional en el que amplió su declaración, el juez dictó auto de formal prisión, y seguido el proceso, se dictó sentencia en su contra.

i) El tribunal de apelación realizó un estudio integral de los medios de prueba, con los que se comprobaron los delitos y la responsabilidad del quejoso.

j) No se vulneraron en perjuicio del quejoso los derechos fundamentales de no retroactividad de la ley y las formalidades esenciales del procedimiento.

k) El hecho de que la norma impugnada fuera reformada no significa que exista atipicidad de la conducta atribuida.

l) La autoridad responsable hizo el comparativo correspondiente y destacó que la modificación de los elementos solo recayó en el elemento de violencia, que ya no requiere que esta sea extrema. No obstante, la conducta sigue siendo punible, y solo para el efecto de la sanción, en caso que favorezca se estaría a la norma vigente.

m) Se le respetaron sus derechos públicos subjetivos contenidos en el artículo 16 de la Constitución Federal, ya que en el acto reclamado se citaron los artículos que sirvieron de apoyo y se expresaron los razonamientos que llevaron a la autoridad responsable a su conclusión.

n) Tampoco se violaron en su perjuicio los derechos fundamentales, en lo relativo a la justipreciación del material probatorio que obra en la causa, pues enlazados de manera lógica y jurídica conforman la prueba circunstancial, para generar el respectivo juicio de reproche contra el quejoso.

o) La comprobación de la figura del cuerpo del delito debe estudiarse exclusivamente en las resoluciones correspondientes a órdenes de aprehensión, comparecencia y plazo constitucional, no cuando se emite la sentencia definitiva; en ella se deben demostrar los elementos del tipo penal, al comprender la aplicación de un estándar probatorio más estricto.

p) Fue correcta la valoración de las pruebas realizada por la autoridad responsable, así como el hecho que haya sido reprochado como coautor. El grado de culpabilidad en que se le ubicó y los beneficios que le fueron concedidos, también fueron correctos.

26. Recurso de revisión. En su escrito de revisión, el quejoso sostuvo los siguientes agravios:

a) Subsiste el problema de constitucionalidad del artículo 362 del Código Penal para el Distrito Federal, pues el tribunal colegiado omitió abordar el estudio sobre la base del principio de legalidad legislativa y a partir del ámbito de aplicación material de la norma que prevé el tipo penal de ataques a la paz pública.

b) Insistió en la debida interpretación del artículo 14 constitucional, específicamente en el tema relativo al principio de exacta aplicación de la ley, en relación directa e inmediata con la ausencia total de tipicidad.

c) Reiteró la interpretación directa de los derechos humanos del quejoso como cuestiones propiamente constitucionales entendidos como la garantía de legalidad, de exacta aplicación de la ley, ya que se encuentra debidamente documentado en la recomendación ********** de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, cuya dilación en la puesta a disposición, así como la coacción física y psicológica sí trascendió en la violación a los derechos del quejoso, y en su garantía de adecuada defensa.

VII. ESTUDIO DE PROCEDENCIA DEL RECURSO
27. De conformidad con la Ley de Amparo, el recurso de revisión en amparo directo se distingue por ser un medio de impugnación extraordinario, el cual sólo es procedente cuando se cumplen los requisitos señalados expresamente por la Constitución Federal y la Ley de Amparo, motivo por el cual deben ser analizados previamente al estudio de fondo de toda revisión en amparo directo.

28. Después de un análisis de la demanda de amparo, la sentencia del tribunal colegiado y el recurso de revisión, se concluye que el presente asunto satisface los requisitos de procedencia aludidos por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, y por el punto Primero del Acuerdo Número 9/2015 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
29. De acuerdo con las citadas normas constitucionales y legales, este tribunal constitucional puede conocer de la revisión de un amparo directo cuando, además de acreditarse la oportunidad del recurso y la legitimación del promovente, se cumplan los siguientes requisitos: 

a. esté de por medio una cuestión constitucional para la resolución del caso concreto, y 

b. su estudio por parte de la Suprema Corte fije un criterio de importancia y trascendencia para el ordenamiento jurídico. 
30. En relación con el primer requisito, con base en lo resuelto, el 9 de septiembre de 2013, por el Tribunal Pleno en la contradicción de tesis 21/2011-PL, esta Primera Sala entiende que una cuestión propiamente constitucional se actualiza cuando se exige la tutela del principio de supremacía constitucional para la solución de un caso porque, justamente, se presenta un conflicto interpretativo sobre la determinación normativa que para ese supuesto otorga la Constitución, en tanto texto normativo, lo cual implica la exigencia de desentrañar el significado de un elemento normativo, de alguna norma fundamental o de un derecho humano reconocido en un tratado internacional ratificado por México mediante un método interpretativo.

31. Lo anterior es así, pues el Tribunal Pleno sostuvo que, como consecuencia de la reforma al artículo 1° de la Constitución Federal de 10 de junio de 2011, el principio de supremacía constitucional se desenvuelve en dos concepciones distintas que originan una cuestión de constitucionalidad: i) la primera relativa a la protección del sistema de fuentes y al principio de jerarquía normativa, y ii) la segunda relacionada con la protección coherente de la unidad de principios objetivos del ordenamiento jurídico mediante el principio de mayor protección de los derechos humanos
32. Por tanto, una cuestión de constitucionalidad se puede definir, en términos generales, mediante un criterio positivo y otro negativo. De manera positiva, se origina por el ejercicio interpretativo de un elemento o norma constitucional para la resolución del caso, entendiéndose con ello no sólo la interpretación de los preceptos de la Constitución Federal, sino de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que México es parte, de acuerdo con lo previsto por  el artículo 1°, párrafo primero, de la propia Constitución Federal.
33. Si bien el citado artículo 81, fracción II, de la Ley de Amparo no establece expresamente la procedencia del recurso cuando se tenga como parámetro de regularidad constitucional un derecho humano reconocido en un tratado internacional, lo cierto es que dicha condicionante se desprende de la interpretación sistemática de los citados artículos 1°, párrafo primero, y 107, fracción IX, constitucionales, los cuales ya se encontraban vigentes al momento de la presentación de la demanda.

34. Por su parte, el criterio negativo radica en la identificación de su opuesto: la cuestión de legalidad. En efecto, aquellas cuestiones jurídicas atinentes exclusivamente a determinar la debida aplicación de una ley o la determinación del sentido de una norma infraconstitucional, se encuadra como una cuestión de legalidad en la que lo relevante es desentrañar el sentido normativo de tales fuentes normativas
.
35. Lo precedente no implica que una cuestión de legalidad esté desvinculada de la fuerza protectora de la norma fundamental, pues la Constitución Federal, en sus artículos 14 y 16, establece el derecho humano a la legalidad, lo cual conlleva evaluar la debida aplicación de la ley; sin embargo, ello se trata de una violación “indirecta” a la Constitución que no exige el ejercicio interpretativo de un elemento genuinamente constitucional, sino sólo una referencia en vía de consecuencia
.
36. Por lo tanto, para que se actualice una cuestión de constitucionalidad para efectos de la procedencia de un recurso de revisión en un juicio de amparo directo, es necesario que en la sentencia recurrida se haya realizado un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de normas generales o se establezca la interpretación directa de una norma constitucional o de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte o que, habiéndose planteado alguna de esas cuestiones en la demanda de amparo, se haya omitido su estudio en la respectiva sentencia.

37. Por lo que hace al segundo requisito, aun cuando exista una cuestión de constitucionalidad, la procedencia del recurso se supedita constitucionalmente a que se fije un criterio de importancia y trascendencia para el ordenamiento jurídico, a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y conforme a los acuerdos generales que emita el Tribunal Pleno. 

38. Así, debe atenderse lo dispuesto por el punto Segundo del Acuerdo Número 9/2015 antes citado, según el cual la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando, una vez se surta el requisito relativo a la existencia de un tópico de constitucionalidad: 

a. se advierta que aquél dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional, o
b. lo decidido en la sentencia recurrida implique el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio u se haya omitido su aplicación. 
39. Ahora bien, aplicando los referidos criterios de esta Suprema Corte al caso que nos ocupa, esta Primera Sala considera que resulta procedente el recurso de revisión, pues el quejoso planteó en su demanda de amparo la inconstitucionalidad del artículo 362 del Código Penal para el Distrito Federal (antes y después de su reforma), lo cual fue analizado por el tribunal colegiado y, además, el quejoso planteó argumentos en los que alegó tortura, respecto de la cual el tribunal colegiado realizó una interpretación constitucional, todo lo cual es objetado por el recurrente al considerar que se realizó de manera incorrecta.

VIII. ESTUDIO DE FONDO
40. El estudio de fondo del presente asunto se realizará, por razón metodológica, de la siguiente manera: en primer lugar, si el artículo 362 del Código Penal para el Distrito Federal, en relación con la hipótesis objeto de pronunciamiento por parte del tribunal de amparo transgrede el principio de exacta aplicación de la ley en materia penal, contenido en el artículo 14 de la Constitución Federal; en segundo lugar, se examinará si el proceder por parte del tribunal colegiado ante el alegato de tortura del quejoso cumple con el parámetro de control de regularidad constitucional de los derechos humanos de las personas detenidas a estar libres de tortura. 

i. Principio de exacta aplicación de la ley en materia penal.

41. En principio, debe decirse que la autoridad responsable aplicó al quejoso el artículo 362 del Código Penal local, vigente el 1º de diciembre de 2012, en la hipótesis: “al que mediante la utilización de violencia extrema, realice actos en contra de (los) servicios públicos que perturben la paz pública”; y el mismo dispositivo reformado el 27 del mismo mes y año, para determinar la sanción impuesta –que contempla una penalidad menor a la anterior–. De igual forma, hay que resaltar que el tribunal colegiado únicamente analizó la norma derogada en la aplicación de la hipótesis respectiva, por ser ésta la que generó al quejoso un agravio personal y directo. En este sentido, el estudio de la Primera Sala recaerá sobre el citado supuesto normativo, al ser el que propicia la cuestión constitucional, al margen de las consideraciones que se hagan en torno al artículo en general, que como contexto de la norma permitan, sin confusión, obtener el significado de la hipótesis en cuestión.

42. El recurrente argumenta que las expresiones normativas “utilización de violencia extrema” y “perturbación a la paz pública” contenidas en el artículo 362 del Código Penal para el Distrito Federal son ambiguas, imprecisas, y otorgan a quien juzga un amplio margen de interpretación y arbitrariedad, y con ello permite meras apreciaciones personales, lo que viola los derechos a la seguridad jurídica y a la exacta aplicación de la ley penal (en su vertiente de taxatividad). Al respecto, esta Primera Sala considera que el agravio del quejoso es infundado por las razones que se expresan a continuación.  
43.  El artículo 14 constitucional, tercer párrafo, establece que a “ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. […] En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata […]”.

44. Así, dicho artículo consagra el derecho fundamental a la exacta aplicación de la ley en materia penal –que tiene su origen en los principios nullum crimen sine lege y nulla poena sine lege– conforme al cual sólo pueden castigarse penalmente las conductas debidamente descritas en la legislación correspondiente como ilícitas y aplicarse las penas preestablecidas en la ley para sancionarlas, con el fin de salvaguardar la seguridad jurídica de las personas
.

45. Esta Suprema Corte ha sostenido que el derecho a la exacta aplicación de la ley penal no sólo impone obligaciones a los tribunales, sino también al legislador ordinario en el sentido de que éste prevea tanto la conducta delictiva como la sanción aplicable con tal precisión que evite un estado de incertidumbre jurídica en las personas sujetas a jurisdicción del Estado
. 
46. En efecto, el legislador debe formular claramente el tipo penal con el propósito de dotarlo de un contenido concreto y unívoco para evitar la arbitrariedad en su aplicación, así como de un grado de determinación suficiente que permita que aquello que es objeto de prohibición sea conocido por la persona destinataria de la norma
.

47. En criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el artículo 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos contiene el principio de legalidad en materia penal o de estricta legalidad de las prohibiciones penales, el cual implica que la conducta incriminatoria debe estar claramente definida para que permita deslindarla de comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no penales, por lo que es necesario que el ámbito de aplicación de cada uno de los tipos esté delimitado de la manera más clara que sea posible, en forma expresa, precisa, taxativa y previa
, más aún cuando “el derecho penal es el medio más restrictivo y severo para establecer responsabilidades respecto de una conducta ilícita, teniendo en cuenta que el marco legal debe brindar seguridad jurídica al ciudadano
”. Así, los delitos deben tipificarse en términos precisos e inequívocos que definan con precisión el delito sancionable
. 
48. Ahora bien, el mandato de taxatividad sólo obliga al legislador a una determinación suficiente, y no a la mayor precisión imaginable; es decir, los textos legales que contienen las normas penales únicamente deben describir con suficiente precisión qué conductas están prohibidas y qué sanciones se impondrán a quienes incurran en ellas, pues la exigencia en cuanto a la claridad y precisión es gradual.
 La Corte Interamericana ha destacado, al respecto, que: 
(…) la ambigüedad en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre el campo al arbitrio de la autoridad, particularmente indeseable cuando se trata de establecer la responsabilidad penal de los individuos y sancionarla con penas que afectan severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad
. 
49. En efecto, los conceptos jurídicos no escapan a la indeterminación que es propia y natural del lenguaje, cuya abstracción adquiere un sentido preciso cuando se contextualizan en las circunstancias específicas de los casos concretos. En estos casos, el legislador, por no ser omnisciente y desconocer de antemano todas las combinaciones y circunstancias futuras de aplicación se ve en la necesidad de emplear conceptos jurídicos indeterminados cuyas condiciones de aplicación no pueden preverse en todo su alcance posible porque la solución de un asunto concreto depende justamente de la apreciación particular de las circunstancias que en él concurran
.

50. Así pues, para analizar el grado de suficiencia en la claridad de una expresión no debe tenerse en cuenta sólo el texto de la ley, sino que puede acudirse tanto a la gramática como a su contraste en relación con otras expresiones contenidas en la misma disposición normativa,  así como al contexto en el cual se desenvuelven las normas y a sus posibles destinatarios. Asimismo, debe tenerse en cuenta si la norma penal impugnada está limitando el ejercicio válido de un derecho humano
.
51. De igual forma, ha sido criterio reiterado de esta Suprema Corte que la inconstitucionalidad de las leyes no deriva exclusivamente de la falta de definición de los vocablos utilizados por el legislador puesto que las leyes no son diccionarios y la exigencia de un requisito de esa naturaleza volvería imposible la función legislativa, ya que se trataría de una labor interminable e impráctica
.
52. En el caso concreto, la norma impugnada, previo a su reforma, establecía textualmente lo siguiente:  
Artículo 362. Se le impondrán de cinco a treinta años de prisión y suspensión de derechos políticos hasta por diez años, al que mediante la utilización de sustancias tóxicas, por incendio, inundación o violencia extrema, realice actos en contra de las personas, las cosas o servicios públicos, que perturben la paz pública o menoscaben la autoridad del Gobierno del Distrito Federal, o presionen a la autoridad para que tome una determinación.

53. Por decreto publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 27 de diciembre de 2012, el delito de Ataques a la paz pública pasó a preverse de la siguiente forma: 
Artículo 362. Se les impondrán de dos a siete años de prisión y suspensión de derechos políticos hasta por diez años, a los que mediante la utilización de sustancias tóxicas, por incendio, por inundación o violencia, realicen actos en contra de las personas, de los bienes públicos o privados o servicios públicos que perturben la paz pública.
54. Del precepto tildado de inconstitucional, la hipótesis aplicada en el acto reclamado la constituyen los siguientes elementos: (i) a quien mediante la utilización de violencia extrema; (ii) realice actos en contra de servicios públicos, y (iii) que perturbe la paz pública.

55. De dicho supuesto normativo sobresalen las locuciones “violencia extrema” y “perturbaciones a la paz pública” como conceptos, prima facie,  indeterminados. Sin embargo, como se explicó en párrafos precedentes, es necesario tomar como punto de partida para analizar la constitucionalidad de cualquier tipo penal que el legislador no puede elaborar un catálogo exhaustivo de conductas, porque es imposible agotar todas las variantes del actuar humano. Ante esa realidad debe acudirse al recurso de crear tipos penales mediante expresiones lingüísticas abstractas que abarquen un determinado abanico de posibilidades de afectación a los bienes jurídicos y, con ese objetivo, el legislador tienda a utilizar formulaciones que, por distintas vías y métodos de interpretación, puedan concretarse lo suficiente para establecer con claridad el ámbito de lo punible, sin rebasar los límites que propicien una aplicación arbitraria de la ley, es decir, sin dejar en una zona de penumbra ese ámbito de prohibición penal.

56.  En relación con la expresión “paz pública”, esta Primera Sala advierte que se trata de un concepto que presenta una fuerte carga emotiva e ideológica. En este sentido pretender identificar cada uno de los componentes que respondan al ideal de dicha noción resulta una tarea por demás difícil. No obstante, es posible establecer un concepto mínimo de paz pública aceptable para todos los individuos, consistente en la legítima expectativa de orden, tranquilidad y seguridad de cada miembro de una comunidad, que representa un fin inherente al Estado y premisa para el goce efectivo de otros derechos
. Criterio similar fue adoptado por el tribunal colegiado, al concebir la paz pública como orden y tranquilidad que permitan el equilibrio y armonización de la convivencia entre los habitantes del Distrito Federal. 

57. Asimismo, es importante destacar la paz pública implica una plataforma de convivencia en la cual, no es que desaparezca el conflicto, sino que excluye la violencia como medio para tramitarlo y solucionarlo. Dado lo anterior, la paz pública conlleva para todo individuo el derecho a impedir o denunciar la ejecución de hechos violatorios de derechos humanos y el de estar protegido contra todo acto de arbitrariedad o violencia
.

58. Por otro lado, desde un punto de vista gramatical, el Diccionario de la Real Academia Española le atribuye a la palabra “paz” similares acepciones:

Del lat. pax, pacis.

1. f. Situación en la que no existe lucha armada en un país o entre países.

2. f. Relación de armonía entre las personas, sin enfrentamientos ni conflictos.

3. f. Acuerdo alcanzado entre las naciones por el que se pone fin a una guerra. U. t. en pl. con el mismo significado que en sing.

4. f. Ausencia de ruido o ajetreo en un lugar o en un momento.

5. f. Estado de quien no está perturbado por ningún conflicto o inquietud. Disfrutar de una paz profunda.

6. f. Rel. En el cristianismo, sentimiento de armonía interior que reciben de Dios los fieles. La paz descienda sobre vosotros.

7. f. Rel. En la misa, saludo que toda la asamblea se ofrece mutuamente como signo de paz y reconciliación.

8. f. portapaz.

59. Otra forma de conceptualizar el concepto de paz pública es abordándolo desde una vía negativa, es decir, preguntándose por aquello que atentaría contra ella o impediría su realización. Es dicho método el contemplado por el legislador, ya que la hipótesis impugnada contempla la proposición compuesta: “actos que perturben la paz pública”.

60. Al respecto, el artículo 362 del Código Penal para el Distrito Federal presenta ejemplos concretos que el legislador presume perturban la paz pública: incendios, inundaciones o uso de gases tóxicos. Estos casos presentan en común un alto impacto, el cual no sólo se manifiesta en cuanto a los daños materiales y directos que llegaren a ocasionar, sino que, por su magnitud, trascienden a terceros, generando en estos un estado de zozobra que indefectiblemente altera la tranquilidad y expectativa de seguridad de todo individuo.
61. En cuanto a la expresión “violencia extrema”, si bien un ejercicio gramatical del calificativo “extremo” sobre un acto de “violencia” conduciría a resultados similares a los que presentan los restantes medios comisivos, dicho estudio se advierte innecesario, ya que la locución “violencia extrema” constituye un elemento normativo del tipo penal y no un concepto indeterminado. En efecto, los elementos normativos se encuentran sujetos a una valoración jurídica o cultural, por lo que es indispensable realizar una actividad de carácter valorativo para comprobar su actualización. De esta forma, el legislador dejó a la potestad del operador jurídico la verificación de un sentido extremo de violencia que tuviera como finalidad perturbar la paz pública.

62. En conclusión, dado que por una parte, la expresión “actos que perturben la paz pública” desde un estándar mínimo es suficientemente clara y, por otra parte, “violencia extrema” consiste en un elemento normativo y por lo tanto, sujeto a una valoración jurídica y/o cultural por parte del juez,  esta Primera Sala afirma que el supuesto analizado, contemplado en el artículo 362 del Código Penal para el Distrito Federal, no transgrede el principio de exacta aplicación de la ley penal, en su vertiente de taxatividad. 

63. Aunado a lo anterior, interpretar el significado de la expresión contenida en una disposición legal no constituye una arbitrariedad, como tampoco lo es realizar la adecuación típica en el caso concreto. En todos los casos, la interpretación y aplicación de una norma está sometida al control de la fundamentación y motivación, conforme al artículo 16 de la Constitución Federal, que preside el ejercicio de facultades regladas o discrecionales
.
64. De esta manera, una vez precisadas la expresiones “actos que perturben la paz pública” y “violencia extrema” desde un lenguaje natural y jurídico, la autoridad judicial puede verificar, en la decisión del caso concreto y con criterios objetivos, cómo los hechos probados se adaptan o corresponden con el significado normativo que fue esclarecido. De igual forma, el destinatario de la norma puede conocer con claridad lo que en la misma se sanciona.

65. Respecto de lo argumentado por el quejoso, en cuanto a que la hipótesis analizada contiene una restricción a la garantía de libre expresión de las ideas y de reunión, es necesario señalar que, en el caso concreto, no existe punto de conexión entre dichos derechos humanos y los elementos descritos en el tipo penal, ya que ambas prerrogativas encuentran como límite de su ejercicio derechos de terceros y el orden público. 

66. Esta Primera Sala destaca, por un lado, que si el argumento del quejoso fuera que se encontraba manifestándose pacíficamente con otras personas ejerciendo su derecho a la libertad de expresión y, por dicha razón, hubiera sido procesado y condenado por el delito en estudio, en el caso concreto no se cumplirían los elementos del tipo (violencia extrema ni afectación a la paz pública) y, en efecto, se estaría sancionando un ejercicio válido del derecho de libertad de expresión. Sin embargo, no es ello lo que alega el quejoso.

67. En conclusión, esta Primera Sala considera que el artículo en estudio es constitucional y el argumento del quejoso es infundado. La hipótesis por la cual fue condenado el quejoso se ajusta a las exigencias del mandato de taxatividad de la ley penal, en tanto que presenta un grado de determinación de la conducta típica suficiente para permitir al destinatario de la norma conocer el objeto de prohibición, no obstante la redacción del tipo penal en cuestión presente conceptos jurídicos indeterminados y elementos normativos.

ii. Parámetro de control de regularidad constitucional de los derechos humanos de las personas detenidas a estar libres de tortura

68. El quejoso señala en sus conceptos de violación que fue víctima de intimidación y tratos degradantes durante su aprehensión, y pese a no oponer resistencia a su arresto, fue trasladado a un lugar distinto de la agencia del Ministerio Público. Además, menciona haber sido amedrentado, desnudado y torturado con descargas eléctricas, bajo la indicación de no declarar nada. Asimismo, señala que el 10 de abril de 2013 la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (en adelante “CDHDF”) emitió una recomendación con la cual se acreditaba su dicho. En este sentido, señala que las subsiguientes actuaciones judiciales a raíz de la tortura se vieron afectadas, ya que existió un efecto corruptor en el procedimiento.

69. El tribunal colegiado consideró que lo alegado por el quejoso era infundado, pues no se encontraban acreditadas en autos las prácticas alegadas. Por el contrario, advierte como antecedente que el quejoso desplegó la conducta ilícita aproximadamente a las 11:00  horas del 1º de diciembre de 2012, por lo que una vez asegurado, se le llevó ante el ministerio público, donde consta el certificado de estado psicofísico realizado por perito oficial a las 12:25 horas de aquella fecha.  En dicho documento se hizo constar que el quejoso presentaba escoriaciones en la rodilla izquierda. Asimismo, el tribunal colegiado analizó el certificado de estado psicofísico practicado el 3 de diciembre del 2012 en el cual se apreciaron escoriaciones. No obstante, señala que el quejoso en ningún momento declaró ante el juez de la causa que dichas lesiones hayan sido producidas por el Ministerio Público.

70. En cuanto a la recomendación emitida por la CDHDF, el tribunal colegiado señaló que dicha documental es insuficiente para tener una apreciación distinta; en principio, porque dicha recomendación no es vinculante y, en segundo lugar, porque se sustenta en una entrevista y en un examen médico en los cuales la versión de los hechos expuesta por el quejoso difiere por completo de aquella que sostuvo ante el juez de la causa.

71. Para esta Primera Sala, el tribunal colegiado hizo una interpretación constitucional sobre la entidad de la alegada tortura al no otorgarle consecuencias a la misma y considerarla infundada, ya que desde su perspectiva no existió evidencia que la sustentara y la invocada resultaba insuficiente. Dicha interpretación será objeto de estudio en el presente apartado.
72. Corresponde recordar que esta Primera Sala ha establecido que las consecuencias y efectos de la tortura impactan en dos vertientes: como violación de derechos humanos y como delito
. Por tal motivo, la tortura actualiza una categoría especial y de mayor gravedad que impone hacer un análisis cuidadoso bajo los estándares nacionales e internacionales, en ambas vertientes
.
73. Dentro del ámbito nacional, el artículo 22, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  proscribe, en términos generales, la tortura, de la siguiente manera:

Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado.
74. Por su parte, la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura define: 

Comete el delito de tortura el servidor público que, con motivo de sus atribuciones, inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o psíquicos con el fin de obtener, del torturado o de un tercero, información o una confesión, o castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche ha cometido, o coaccionarla para que realice o deje de realizar una conducta determinada” (artículo 3º).
75. Dentro de la normativa internacional, el artículo 5.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos consagra, en términos generales, el derecho a la integridad personal, tanto física, psíquica como moral. Por su parte, el artículo 5.2 establece, de manera más específica, la prohibición absoluta de someter a alguien a torturas o a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, así como el derecho de toda persona privada de libertad a ser tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

76. Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes están estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. La prohibición absoluta de la tortura, tanto física como psicológica, pertenece hoy día al dominio del ius cogens internacional
.
77. Para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la Convención Americana debe entenderse como “tortura”, de conformidad con la jurisprudencia de la CIDH, se está frente a un acto constitutivo de tortura cuando el maltrato: a) es intencional; b) cause severos sufrimientos físicos o mentales, y c) se cometa con cualquier fin o propósito. Asimismo, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de someter a una persona a lesiones físicas produce, en determinadas circunstancias, una angustia moral de tal grado que puede ser considerada tortura psicológica. 
78. En este sentido, la Corte Interamericana ha señalado que la violación del derecho a la integridad física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según factores endógenos y exógenos de la persona (duración de los tratos, edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser analizados en cada situación concreta.
79. En el presente caso, el quejoso manifiesta haber recibido golpes con el puño cerrado en los testículos, haber sido desnudado por la policía y recibido toques eléctricos, previo a la puesta a disposición ante el Ministerio Público, lo que a juicio de esta Primera Sala –de llegar a acreditarse dicha situación– actualiza un acto de tortura, en su vertiente de violencia sexual.
80.  Al respecto, tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, han establecido que la violencia sexual puede constituir tortura, violando, además del derecho a no ser torturado, el derecho a la intimidad y a la dignidad de quien la sufre
.

81. Al respecto, la Corte Interamericana ha manifestado que:
(…) la violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual que se cometen en una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno. (…)
 
La violencia sexual por un agente del Estado contra una persona privada de libertad bajo custodia estatal es un acto grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la víctima y el abuso de poder que despliega el agente. Dicho acto resulta denigrante y humillante física y emocionalmente, así́ como puede causar consecuencias psicológicas severas para la víctima”
.
82. En cuanto al tema de desnudos forzados dicho tribunal ha sostenido que esto vulnera el derecho a la dignidad. En específico ha destacado:

[…] los internos que fueron sometidos durante ese prolongado período a la referida desnudez forzada fueron víctimas de un trato violatorio de su dignidad personal […] dicha desnudez forzada tuvo características especialmente graves para las seis mujeres internas […] quienes además de recibir un trato violatorio de su dignidad personal, también fueron víctimas de violencia sexual, ya que estuvieron desnudas y cubiertas con tan solo una sábana, estando rodeadas de hombres armados, quienes aparentemente eran miembros de las fuerzas de seguridad del Estado”
.
83. Dado lo anterior, esta Primera Sala considera que el cuerpo de las personas es el espacio donde se concreta la autopertenencia y el lugar de interpretación de su identidad. Así, debiera representar la mayor esfera de inmunidad, pues constituye, a su vez, la mayor esfera de vulnerabilidad, precisamente porque los que ocurra en él afecta de manera indiscutiblemente directa a la persona
. Además, las partes íntimas del cuerpo están asociadas a la sexualidad –cuya expresión autónoma su ubica dentro del ámbito de protección del derecho humano a la dignidad. Por tanto, la exposición obligada de las partes íntimas del cuerpo es un acto de naturaleza sexual. En consecuencia, la desnudez forzada constituye un acto de violencia sexual con independencia del sexo o género de la víctima
. Esta afirmación no desconoce el impacto diferenciado que los estándares internacionales atribuyen a la desnudez forzada de las mujeres. En conclusión, para esta Primera Sala la desnudez forzada actualiza una vulneración al derecho a la dignidad, a la intimidad y al derecho a no ser sometido a tortura y tratos crueles inhumanos y degradantes.

84. Por su parte, la Relatora Especial de las Naciones Unidas ha definido la violencia sexual como “aquella que comprende las agresiones físicas y psicológicas dirigidas a las características sexuales de una persona, como por ejemplo obligarla a desnudarse en público, mutilar sus órganos genitales o cortar los pechos de una mujer”. Asimismo, indicó que “se da también en situaciones en las que se obliga a dos víctimas a realizar actos sexuales o a causarse danos mutuamente por medios sexuales” suponiendo como finalidad “infligir una grave humillación a las víctimas y, cuando se obliga a otros a asistir a actos de violencia sexual, con frecuencia se pretende intimidar a un mayor número de personas”. Es claro que ninguna de las definiciones encontradas limita la violencia sexual a un género.
85. Asimismo, el “Protocolo de Estambul” dentro de las técnicas comunes de tortura incluye un acápite sobre la tortura sexual. En dicha sección señala que la tortura sexual empieza por la desnudez forzada, ya que: 
(…) aumenta el terror psicológico de todos los aspectos de la tortura pues abre siempre la posibilidad de malos tratos, violación o sodomía. Además, las amenazas verbales, los insultos y las burlas sexuales forman parte de la tortura sexual pues incrementan la humillación y sus aspectos degradantes, todo lo cual forma parte del procedimiento”

86. Por lo anterior, esta Primera Sala considera que los actos como la desnudez forzada, al implicar una invasión a la intimidad ya sea que involucren o no el área genital de la víctima, constituye un acto de violencia sexual, al resultar denigrantes y humillantes física y emocionalmente, así́ como por la consecuencias psicológicas pudieren causar en la victima. 

87. En el presente caso, resulta necesario, además, destacar la alusión hecha por el quejoso en cuanto al uso de descargas eléctricas como método de tortura. 
88. Dentro de las técnicas de tortura denunciadas sistemáticamente figuran: la semi-asfixia, las palizas, la violencia sexual, las amenazas de muerte y las descargas eléctricas. La aplicación de descargas eléctricas, como método de tortura, ha sido práctica reiterada tanto a nivel nacional como interamericano
.

89. Al respecto, la Corte Interamericana ha agregado –y esta Sala lo suscribe– en relación con la violencia sexual, que los toques eléctricos en los genitales constituyen violencia sexual e implican una invasión a la intimidad de quien lo sufre, resultando “denigrante y humillante física y emocionalmente, así como puede causar consecuencias psicológicas severas para la víctima”
.

90. Asimismo, la Corte Interamericana ha resaltado que los toques eléctricos son un método de tortura que se diferencia de otros debido a que es difícil determinar la realización de los mismos. En estos casos es posible utilizar mecanismos para que no queden huellas visibles del hecho
. Lo anterior se encuentra reflejado en la regulación que el Protocolo de Estambul da a este tipo de casos; al respecto, señala que: “[c]iertas formas de tortura, como los choques eléctricos o los traumatismos por golpes pueden ser indetectables en un primer momento pero se harán patentes durante un examen ulterior”. Igualmente, indica que “la exploración física de la víctima no permite determinar el tipo, el momento de aplicación, la intensidad y el voltaje de la energía utilizada. Los torturadores utilizan con frecuencia emplean agua o geles para aumentar la eficiencia de la tortura, ampliar el punto de entrada de la corriente eléctrica y prevenir la aparición de quemaduras eléctricas detectable. En consecuencia, esta Sala estima que dichas consideraciones que habrán de ser tomadas en cuenta en la investigación de casos de tortura.

91. En el presente caso, esta Primera Sala estima que el alegato del quejoso respecto a que fue torturado no fue debidamente analizada en vía de legalidad por el juzgador, ni bajo el control de constitucionalidad por el juzgador de amparo por las siguientes razones.
92. Ha sido criterio reiterado de esta Sala destacar que cuando los órganos jurisdiccionales tienen conocimiento de la manifestación de una persona que afirme haber sufrido tortura o cuando tienen información que les permita inferir la posible existencia de la misma –es decir, cuando se presente denuncia o cuando exista razón fundada (indicios de la ocurrencia) para creer que se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción– las autoridades deberán, por un lado, determinar la forma en que dicha violación de derechos humanos pudo impactar en el proceso de la persona torturada y, por otro lado, dar vista a la autoridad ministerial que deba investigar el delito. 
93. El cumplimiento a los parámetros imperativos impuestos desde el marco jurídico internacional o nacional, ante la denuncia o la advertencia de indicios coincidentes con la comisión de tortura, obligan a la autoridad judicial que conoce del proceso penal, luego de dar vista al Ministerio Público para que se investigue el hecho bajo la vertiente de delito, a realizar un análisis oficioso de los elementos materiales con los que se cuentan hasta la etapa procesal en que se actúa, con el objetivo de determinar si cuenta o no con elementos que le permitan concluir que existió la tortura
.

94. Ante la insuficiencia de indicios que le permitan a la autoridad judicial determinar si aconteció o no la comisión de actos de tortura contra el procesado, deberá realizarse la investigación en el propio proceso penal de manera que permita obtener una respuesta a esa interrogante. Es en este punto de análisis en que se ubica la violación a las formalidades esenciales del procedimiento que dejan sin defensa al procesado, cuando se omite realizar la investigación referida. De ahí que al detectarse la falta de investigación después de concluir la etapa de instrucción del proceso penal, ello necesariamente obliga a reponer el procedimiento para que sea subsanada la omisión y la situación jurídica del procesado pueda resolverse a partir de tener en cuenta dicha circunstancia
.

95. Lo anterior es así, porque precisamente es la investigación la que en su caso permitiría determinar, en un primer momento, corroborar si la violación a derechos humanos por actos de tortura efectivamente aconteció; en segundo lugar, porque de afirmarse la existencia de la violación a la integridad personal de la persona inculpada, derivado de la tortura infligida, entonces correspondería determinar si dicha conducta violatoria de derechos humanos tuvo alguna incidencia en la etapa procedimental en que esto se demuestre; de manera que su situación jurídica esté determinada a partir del valor demostrativo que la autoridad haya otorgado a elementos de prueba que tuvieran como origen los actos de tortura, respecto de que deberían ser aplicables las reglas de exclusión probatoria
.

96. La actualización de la violación al debido proceso, derivada de la omisión de investigar la existencia de tortura, con motivo de una denuncia o la existencia de indicios concordantes para suponer bajo un parámetro de probabilidad razonable de que la violación a derechos humanos aconteció, da lugar a que la vía de reparación óptima no sea otra que ordenar la reposición del procedimiento a fin de que se lleve a cabo la investigación respectiva. Ello, porque únicamente será posible determinar el impacto de la tortura en el proceso penal, una vez que ésta se haya acreditado, como resultado de una investigación exhaustiva y diligente
.

97. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la indicada reposición del procedimiento deberá realizarse hasta la diligencia inmediata anterior al auto de cierre de instrucción
. 

98. Ahora bien, en el presente caso al juez de amparo le fueron ofrecidos como medios de prueba los siguientes documentos:
a. Certificado de estado psicofísico practicado por perito oficial el 1° de diciembre de 2012

b. Certificado de estado psicofísico practicado por perito oficial por perito médico el 3 de diciembre de 2012

c. Recomendación ********** emitida por la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. La cual se apoyó a su vez en:

i. Acta circunstanciada de 3 de diciembre de 2012 suscrita por el visitado adjunto adscrito a la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal.

ii. Informe médico de 7 de enero de 2013 bajo los lineamientos señalados en el Protocolo de Estambul. 
99. No obstante, el Tribunal Colegiado estimó que dichos elementos eran insuficientes para tener una convicción distinta de los hechos y, en el caso concreto, estimó que la recomendación de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal no es vinculante.

100. Al respecto, esta Primera Sala considera que las decisiones anteriores no se ajustaron a los lineamientos constitucionales y convencionales. En primer término, el tribunal colegiado de circuito omitió dar vista al ministerio público con el alegato de tortura, a fin de que se investigue la misma y, en su caso, se instaure el procedimiento penal respectivo; esto, en la delimitación a la tortura entendida como delito. En siguiente orden, el tribunal colegiado de circuito tampoco siguió los lineamientos constitucionales para la tortura como una violación de derechos humanos en el proceso penal del que devino la sentencia reclamada; lo que es especialmente relevante cuando el propio órgano colegiado advirtió que el quejoso alegó la tortura desde la instancia penal, además de que había datos sobre la misma.

101. Por otra parte, esta Primera Sala ha establecido que la recomendación emitida por una Comisión Estatal de Derechos Humanos, en específico sobre temas relacionados con la tortura, no puede obviarse como prueba, porque la tortura versa sobre un tema de pronunciamiento previo y oficioso.  Asimismo, ha destacado que si bien, en principio, el acto reclamado debe ser apreciado bajo las mismas actuaciones que tuvo a su alcance la autoridad responsable ordenadora al momento de la emisión del acto reclamado, y con ello la inadmisión en el juicio de amparo de probanzas diversas o posteriores, dicho principio admite como excepción, precisamente, la viabilidad de pruebas supervenientes –como, por ejemplo, las recomendaciones de las comisiones de derechos humanos– que tengan directa relación con los hechos materia de la investigación, en especial si coinciden con la demostración de violaciones a derechos humanos en la primera fase del procedimiento penal
.
102. A lo anterior hay que agregar que, de conformidad con los estándares internacionales en la materia, la tortura puede ser física y/o psicológica.
 En atención a ello, el Protocolo de Estambul establece que hay distintos tipos de lesiones ocasionados por actos de tortura que no son visibles físicamente y “pueden ser indetectables en un primer momento”
. Por tanto, dependiendo del tipo de tortura, la exploración física de la víctima no necesariamente permite determinar la tortura utilizada, por lo que deben hacerse otro tipo de exámenes con base en el propio Protocolo.  Como ya se destacó, en el caso el quejoso alega haber sido golpeado en los testículos y haber recibido toques eléctricos.
103. Por tanto, esta Primera Sala estima que la determinación del tribunal colegiado no se ajusta a los lineamientos desarrollados por esta Primera frente a un caso de tortura. Por una parte, al omitir dar vista al Ministerio Público para investigar los alegatos de tortura como delito; por otra parte, fue incorrecta la interpretación en relación a la tortura como violación de derechos humanos. El tribunal colegiado debió tomar en consideración los elementos específicos del caso, como por ejemplo si los exámenes médicos que fueron practicados al quejoso cumplían con los lineamientos del Protocolo de Estambul y la relación de estos con la naturaleza oculta de las descargas eléctricas, así como lo expuesto en la recomendación por parte de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. En consecuencia, esta Primera Sala considera que el agravio relativo a la tortura resulta fundado.

104. En virtud de la determinación de esta Primera Sala en cuanto a la interpretación de la tortura, debe revocarse la sentencia recurrida, y devolver los autos al tribunal colegiado para que dicte una nueva resolución, con libertad de jurisdicción, en la que adopte el parámetro de regularidad constitucional, de acuerdo con los lineamientos precisados en los párrafos anteriores de esta sentencia, referentes al estudio en materia de tortura que debe realizarse, tanto en su impacto como violación a derechos humanos en el proceso penal, así como delito.
105. Finalmente, esta Primera Sala determina que son inoperantes los demás agravios hechos valer por el recurrente, ya que en ellos solo alega cuestiones de mera legalidad
IX. DECISIÓN

106. En conclusión, al haberse encontrado una violación al derecho a no ser torturado, procede devolver los autos al Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, para que, a partir de los parámetros de interpretación constitucional establecidos en la presente ejecutoria, analice la legalidad del acto reclamado.
Por todo lo expuesto y fundado, se:

RESUELVE:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. Devuélvanse los autos al Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, para los efectos precisados en el último apartado de esta ejecutoria.
Notifíquese. Con testimonio de esta ejecutoria; devuélvanse los autos relativos al lugar de origen; y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
� Causa Penal 17/2013, hoja 11.


� Causa Penal 17/2013, hojas 12-14.


� Causa Penal 17/2013, hojas 15-19.


� Causa Penal 17/2013, hojas 79.


� Causa penal 17/2013, hojas 107 y 108.


� Recomendación: **********, Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, Juicio de Amparo Directo 283/2013,  hoja 79 de la misma recomendación.


� Idem.


� Causa Penal 17/2013, hojas 120 a 152.


� Idem, hojas 339-340.


� Idem, hojas 353-354


� Idem, hojas 472 a 504.


� Idem, hojas 520 a 568


� Véase, por ejemplo, la tesis de jurisprudencia 53/98, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Novena Época. tomo VIII, Agosto de 1998, página 326, de rubro y texto: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE LEGALIDAD SON INOPERANTES. Conforme a los artículos 107, fracción IX, constitucional y 83, fracción V, de la Ley de Amparo, que regulan el recurso de revisión en amparo directo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta instancia deberá examinar las cuestiones propiamente constitucionales; por consiguiente, si en el recurso se plantean, al lado de agravios sobre constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de un precepto de la Constitución, argumentos de mera legalidad, éstos deben desestimarse por inoperantes”.


� Véase, la tesis aislada de la extinta Tercera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, volumen 187-192, Cuarta Parte, página 179, de rubro y texto: “REVISION. IMPROCEDENTE CONTRA SENTENCIAS DICTADAS EN AMPARO DIRECTO POR TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, CUANDO SE IMPUGNA UNA LEY LOCAL POR CONTRAVENIR UNA LEY FEDERAL, ASI COMO UN CONVENIO DE COORDINACION FISCAL. De acuerdo con lo dispuesto por la fracción IX, del artículo 107 de la Constitución General, las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, salvo los casos previstos por las dos hipótesis contempladas en la fracción V, del artículo 83 de la Ley de Amparo, a saber cuando decidan sobre la constitucionalidad de una ley o cuando se haga una interpretación directa de un precepto constitucional, hipótesis en la que no se encuentra un caso en el que el problema resuelto por el Tribunal Colegiado no es de inconstitucionalidad de leyes propiamente dichos, sino de contradicción entre una ley local, por un lado, y una ley federal y un convenio de coordinación fiscal, por otro, no obstante que se aduzcan violaciones a los artículos 14 y 16 constitucionales, pues éstos deben entenderse, en todo caso, como violaciones en vía de consecuencia”.


� Es aplicable la tesis de rubro y texto siguiente: “EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. ESTE DERECHO FUNDAMENTAL, CONTENIDO EN EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SALVAGUARDA LA SEGURIDAD JURÍDICA DE LAS PERSONAS. El derecho fundamental a la exacta aplicación de la ley penal tiene su origen en los principios nullum crimen sine lege (no existe un delito sin una ley que lo establezca) y nulla poena sine lege (no existe una pena sin una ley que la establezca), al tenor de los cuales sólo pueden castigarse penalmente las conductas debidamente descritas en la legislación correspondiente como ilícitas y aplicarse las penas preestablecidas en la ley para sancionarlas, con el fin de salvaguardar la seguridad jurídica de las personas, a quienes no puede considerárseles responsables penalmente sin que se haya probado que infringieron una ley penal vigente, en la que se encuentre debidamente descrito el hecho delictivo y se prevea la sanción aplicable”. Tesis Aislada P. XXI/2013, Pleno, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 191.


� Es aplicable la tesis de rubro y texto siguiente: “EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. LA GARANTÍA, CONTENIDA EN EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, TAMBIÉN OBLIGA AL LEGISLADOR. El significado y alcance de dicha garantía constitucional no se limita a constreñir a la autoridad jurisdiccional a que se abstenga de imponer por simple analogía o por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al hecho delictivo de que se trata, sino que también obliga a la autoridad legislativa a emitir normas claras en las que se precise la conducta reprochable y la consecuencia jurídica por la comisión de un ilícito, a fin de que la pena se aplique con estricta objetividad y justicia; que no se desvíe ese fin con una actuación arbitraria del juzgador, ni se cause un estado de incertidumbre jurídica al gobernado a quien se le aplique la norma, con el desconocimiento de la conducta que constituya el delito, así como de la duración mínima y máxima de la sanción, por falta de disposición expresa”. Jurisprudencia 10/2006, Primera Sala, publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, Marzo de 2006, página 84.


� “PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN EL CUAL SE DESENVUELVEN LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE SUS POSIBLES DESTINATARIOS. El artículo 14, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consagra el derecho fundamental de exacta aplicación de la ley en materia penal al establecer que en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. Este derecho fundamental no se limita a ordenar a la autoridad jurisdiccional que se abstenga de interpretar por simple analogía o mayoría de razón, sino que es extensivo al creador de la norma. En ese orden, al legislador le es exigible la emisión de normas claras, precisas y exactas respecto de la conducta reprochable, así como de la consecuencia jurídica por la comisión de un ilícito; esta descripción no es otra cosa que el tipo penal, el cual debe estar claramente formulado. Para determinar la tipicidad de una conducta, el intérprete debe tener en cuenta, como derivación del principio de legalidad, al de taxatividad o exigencia de un contenido concreto y unívoco en la labor de tipificación de la ley. Es decir, la descripción típica no debe ser de tal manera vaga, imprecisa, abierta o amplia, al grado de permitir la arbitrariedad en su aplicación. Así, el mandato de taxatividad supone la exigencia de que el grado de determinación de la conducta típica sea tal, que lo que es objeto de prohibición pueda ser conocido por el destinatario de la norma. Sin embargo, lo anterior no implica que para salvaguardar el principio de exacta aplicación de la pena, el legislador deba definir cada vocablo o locución utilizada al redactar algún tipo penal, toda vez que ello tornaría imposible la función legislativa. Asimismo, a juicio de esta Primera Sala, es necesario señalar que en la aplicación del principio de taxatividad es imprescindible atender al contexto en el cual se desenvuelven las normas, así como sus posibles destinatarios. Es decir, la legislación debe ser precisa para quienes potencialmente pueden verse sujetos a ella. En este sentido, es posible que los tipos penales contengan conceptos jurídicos indeterminados, términos técnicos o vocablos propios de un sector o profesión, siempre y cuando los destinatarios de la norma tengan un conocimiento específico de las pautas de conducta que, por estimarse ilegítimas, se hallan prohibidas por el ordenamiento. El principio de taxatividad no exige que en una sociedad compleja, plural y altamente especializada como la de hoy en día, los tipos penales se configuren de tal manera que todos los gobernados tengan una comprensión absoluta de los mismos, específicamente tratándose de aquellos respecto de los cuales no pueden ser sujetos activos, ya que están dirigidos a cierto sector cuyas pautas de conducta son muy específicas, como ocurre con los tipos penales dirigidos a los miembros de las Fuerzas Armadas”. Jurisprudencia 54/2014, Primera Sala, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 8, Julio de 2014, Tomo I, página 131.


� Cfr. Corte IDH, Caso Kimel vs. Argentina, Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia de 2 de mayo de 2008, serie C No. 177, párrafos 58-67; Corte IDH. Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 276, Párrafo 61; y, Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279, Párrafo 162.


� Corte I.D.H., Caso Usón Ramírez vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 55; y Corte I.D.H., Caso Kimel vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008 Serie C No. 177, párr. 63. 


� Cfr. Orozco Henríquez, José de Jesús et al, “Criterios relevantes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos aplicables a la justicia penal”, en Criterios y jurisprudencia interamericana de derechos humanos: influencia y repercusión en la justicia penal, IIJ-UNAM, México, 2014.


� “TAXATIVIDAD EN MATERIA PENAL. SÓLO OBLIGA AL LEGISLADOR A UNA DETERMINACIÓN SUFICIENTE DE LOS CONCEPTOS CONTENIDOS EN LAS NORMAS PENALES Y NO A LA MAYOR PRECISIÓN IMAGINABLE. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la exacta aplicación de la ley en materia penal obliga al legislador a señalar con claridad y precisión las conductas típicas y las penas aplicables. Asimismo, esta Primera Sala ha reconocido que una disposición normativa no necesariamente es inconstitucional si el legislador no define cada vocablo o locución que utiliza, ya que ello tornaría imposible la función legislativa. Es por eso que el mandato de taxatividad sólo puede obligar al legislador penal a una determinación suficiente y no a la mayor precisión imaginable. Desde esta perspectiva, la taxatividad tiene un matiz que requiere que los textos legales que contienen normas penales únicamente describan, con suficiente precisión, qué conductas están prohibidas y qué sanciones se impondrán a quienes incurran en ellas, por lo que la exigencia en cuanto a la claridad y precisión es gradual. En este sentido, puede esclarecerse una cierta tensión estructural en el mandato de la taxatividad: alcanzar el punto adecuado entre precisión (claridad) y flexibilidad de una disposición normativa para que, en una sana colaboración con las autoridades judiciales, dichas disposiciones puedan ser interpretadas para adquirir mejores determinaciones. Ahora bien, como la legislación penal no puede renunciar a la utilización de expresiones, conceptos jurídicos, términos técnicos, vocablos propios de un sector o profesión (y por ello necesitados de concreción), entonces el legislador y las autoridades judiciales se reparten el trabajo para alcanzar, de inicio, una suficiente determinación y, posteriormente, una mayor concreción; de ahí que para analizar el grado de suficiencia en la claridad y precisión de una expresión no debe tenerse en cuenta sólo el texto de la ley, sino que puede acudirse tanto a la gramática, como a su contraste en relación con otras expresiones contenidas en la misma (u otra) disposición normativa, al contexto en el cual se desenvuelven las normas y a sus posibles destinatarios”. Tesis Aislada CXCII/2013, Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXI, Junio de 2013, Tomo 1, página 605.


� Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 121.


�Jurisprudencia 1a./J. 1/2006, Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Febrero de 2006, Tomo XXIII, página 357 de rubro: “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO DEPENDE DE QUE ESTABLEZCAN CONCEPTOS INDETERMINADOS”.


� Cfr. inter alia, casos, Corte I.D.H., Caso Usón Ramírez vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207; y Corte I.D.H., Caso Palamara Iribarne vs. Chile. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, Caso Mémoli vs. Argentina. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 22 de agosto de 2013. Serie C No. 265.  Asimismo, ver Amparo en revisión 492/2014, resuelto en sesión de 20 de mayo de 2015, por mayoría de tres votos, bajo la ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla I. Quintana Osuna y David García Sarubbi; Amparo en revisión 482/2014 resuelto en sesión de 9 de septiembre de 2015 por mayoría de tres votos, bajo la ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna. Ver también, Orozco Henríquez, José de Jesús et al, “Criterios relevantes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos aplicables a la justicia penal”, en Criterios y jurisprudencia interamericana de derechos humanos: influencia y repercusión en la justicia penal, IIJ-UNAM, México, 2014.


� “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE DERIVAR EXCLUSIVAMENTE DE LA FALTA DE DEFINICIÓN DE LOS VOCABLOS O LOCUCIONES UTILIZADOS POR EL LEGISLADOR. Es cierto que la claridad de las leyes constituye uno de los imperativos apremiantes y necesarios para evitar o disminuir su vaguedad, ambigüedad, confusión y contradicción; sin embargo, de un análisis integral de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se llega a la conclusión de que ninguno de los artículos que la componen establece, como requisito para el legislador ordinario, el que en cada uno de los ordenamientos secundarios -considerando también a los de la materia penal- defina los vocablos o locuciones ahí utilizados. Lo anterior es así, porque las leyes no son diccionarios y la exigencia de un requisito así, tornaría imposible la función legislativa, pues la redacción de las leyes en general se traduciría en una labor interminable y nada práctica, teniendo como consecuencia que no se cumpliera, de manera oportuna, con la finalidad que se persigue con dicha función. De ahí, que resulte incorrecto y, por tanto, inoperante, el argumento que afirme que una norma se aparta del texto de la Ley Fundamental, porque no defina los vocablos o locuciones utilizados, pues la contravención a ésta se debe basar en aspectos objetivos que generalmente son los principios consagrados en ella, ya sea prohibiendo una determinada acción de la autoridad en contra de los particulares gobernados y ordenando la forma en que deben conducirse en su función de gobierno. Además, del análisis de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo séptimo y 72, inciso f), de la Carta Magna, se advierte el reconocimiento, por parte de nuestro sistema jurídico, de la necesidad de que existan métodos de interpretación jurídica que, con motivo de las imprecisiones y oscuridades que puedan afectar a las disposiciones legales, establezcan su sentido y alcance, pero no condiciona su validez al hecho de que sean claras en los términos que emplean”. Jurisprudencia 83/2004, Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, Octubre de 2004, página 170.


� En similar sentido se han pronunciado tribunales en el derecho comparado: State v. Laufenberg, State v Woodworth, Edwards v South Carolina. 





� Ver en el derecho comparado, Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-225 de 1995; Sentencia T-605 de 1992; Sentencia T-102 de 1993.


� Jurisprudencia 1a./J. 1/2006, Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Febrero de 2006, Tomo XXIII, página 357 de rubro: “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO DEPENDE DE QUE ESTABLEZCAN CONCEPTOS INDETERMINADOS”


� Criterio emitido por la Primera Sala, en la tesis aislada 1a. CCVI/2014 (10a.), publicada en la Gaceta al Semanario Judicial de la Federación, 10a. Época, Libro 6, mayo de 2014, Tomo I, pág. 562, con el rubro: “TORTURA. SU SENTIDO Y ALCANCE COMO PROHIBICIÓN CONSTITUYE UN DERECHO ABSOLUTO, MIENTRAS QUE SUS CONSECUENCIAS Y EFECTOS SE PRODUCEN TANTO EN SU IMPACTO DE VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS COMO DE DELITO”.


� Criterio emitido por la Primera Sala, en la tesis aislada 1a. CCV/2014 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, Tomo I, pág. 561, con el rubro: “TORTURA. CONSTITUYE UNA CATEGORÍA ESPECIAL Y DE MAYOR GRAVEDAD QUE IMPONE LA OBLIGACIÓN DE UN ESCRUTINIO ESTRICTO BAJO LOS ESTÁNDARES NACIONALES E INTERNACIONALES”.


� Cfr. Caso Maritza Urrutia Vs Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 92; Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, supra nota 30, párr. 271; y, Caso Bueno Alves Vs Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No.164, párr. 76. Véanse también: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 7; Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, Art. 2; Convención sobre los Derechos del Niño, art. 37, y Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, art. 10; Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, art. 2; Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos, art. 5; Carta Africana de los Derechos y Bienestar del Niño, art. 16; Convención Interamericana para Prevenir, Erradicar y Sancionar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), art. 4; Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, art. 3; Conjunto de Principios para la Protección de todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, principio 6; Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, art. 5; Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, regla 87(a); Declaración sobre los Derechos Humanos de los Individuos que No Son Nacionales del País en que Viven, art. 6; Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing), regla 17.3; Declaración sobre la Protección de la Mujer y el Niño en Estados de Emergencia o de Conflicto Armado, art. 4; Líneas Directrices del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre los Derechos Humanos y la Lucha Contra el Terrorismo, directriz IV; art. 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra; Convenio de Ginebra relativo al Trato Debido a los Prisioneros de Guerra (Convenio III), arts. 49, 52, 87 y 89, 97; Convenio de Ginebra relativo a la Protección Debida a las Personas Civiles en Tiempo de Guerra (Convenio IV), arts. 40, 51, 95, 96, 100 y 119; Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales (Protocolo I), art. 75.2.ii, y Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Sin Carácter Internacional (Protocolo II), art. 4.2.a.


� Cfr. Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160; Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010 Serie C No. 215; Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010 Serie C No. 216. Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 287.  Ver también, Pleno de la SCJN. Expediente Varios 1396/2011, fallado el 11 de mayo de 2015.


� Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 287; Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160.


� Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 287


� Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160


� La autonomía de las mujeres y la perspectiva adversarial.  Debates constitucionales sobre los derechos humanos de las mujeres., Serie Género, Derecho y Justicia, Rodolfo Vázquez y Juan Antonio Cruz, coords. México, Fontamara, 2010. p.187


� Ver en similar sentido The Prosecutor v. Jean Paul Akayesu, Corte Penal Internacional. Asimismo, TARRE, Patricia, Violencia Sexual contra el hombre: avance jurisprudencial de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Revista Internacional de Derechos Humanos, 2015, año V, No. 5. Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 287.


� Ver, por ejemplo, Amparo en revisión 703/2012, op. cit., Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160; Corte IDH. Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 Serie C No. 220; Corte IDH. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187, entre otros.


� Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 287, párr. 425.


� Cfr. Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 Serie C No. 220


� Amparo directo en revisión 4578/2014, resuelto en sesión de 7 de octubre de 2015, por unanimidad de votos, bajo la ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.


� Amparo directo en revisión 4578/2014, op. cit.


� Amparo directo en revisión 4578/2014, op cit.


� Amparo directo en revisión 4578/2014, op cit.


� Amparo directo en revisión 4578/2014, op. cit.


� Cfr. Amparo directo en revisión 4106/2014, resuelto en sesión de 18 de febrero de 2015. Amparo en revisión 703/2012 resuelto en sesión de 6 de noviembre de 2013.


�  Amparo en revisión 703/2012, op. cit. Ver, asimismo y a manera de ejemplo, Corte IDH, Blake, Niños de la Calle, Bámaca Velásquez, Masacre de Mapiripán, etc. Comité de DH de ONU, caso Quinteros.


� Naciones Unidas. Protocolo de Estambul. Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 9 de agosto de 1999, párr. 174 y 211.





38
39

